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Las reformas del sector público orientadas a la eficiencia que se han
desarrollado en las principales economías occidentales desde los años
ochenta del siglo XX han tomado como una de sus cuestiones funda-
mentales la mejora en la provisión pública. Diversas iniciativas han si-
do protagonistas de diferentes intentos de reforma que, con éxito desi-
gual, han compartido el objetivo de hacer del Sector Público un agente
más eficiente en el cumplimiento de una de sus tres funciones moder-
nas: la función asignativa.
En este artículo se presentan, de manera integrada, tres de las solu-
ciones propuestas desde el enfoque positivo de la Economía Pública
para resolver el resultado de la provisión pública ineficiente, fruto del
conflicto de intereses que se origina entre algunos intérpretes del Sector
Público. Estas tres soluciones –presentadas a nivel teórico– consisten en
la introducción de incentivos, el establecimiento de mecanismos de com-
petencia y en el uso de órganos fiscalizadores. El análisis conjunto de
las tres soluciones planteadas supone el principal interés del artículo.
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1. INTRODUCCIÓN Y OBJETIVOS
El Sector Público ha de resolver recurrentemente el problema de
la revelación de las preferencias de los ciudadanos para así poder
atender eficientemente a su función asignativa, función que, junto
con la redistributiva y la de estabilización y fomento del desarrollo
económico, conforman las modernas tareas de este sector.
Resolver el problema de la revelación de preferencias exige
agregar las preferencias individuales en una elección colectiva. En
este sentido, los mecanismos de votación resuelven con imperfec-
ciones el problema de la agregación de las preferencias individua-
les en las sociedades en las que los ciudadanos emiten opiniones
mediante sus votos. Las preferencias así agregadas representarían
el interés colectivo de la población, y en los sistemas parlamenta-
rios con separación de poderes ese interés es interpretado por el
Poder Legislativo.
El Poder Legislativo igual que el Ejecutivo y el Judicial, forman
parte del Sector Público. En el uso de sus atribuciones, el Poder Le-
gislativo aprueba periódicamente un Presupuesto con el que hacer
cumplir el interés colectivo.
Este Poder Legislativo –garante del interés colectivo– encargará al
Poder Ejecutivo la administración del Presupuesto, velando para
que ésta se realice, atendiendo siempre al mencionado interés. Po-
dría decirse que el Poder Ejecutivo gestiona los recursos que se po-
nen al servicio del interés colectivo. Se establece así una relación o
transacción entre el Poder Legislativo y el Ejecutivo en cuyos térmi-
nos debe profundizarse.
Por ejemplo, importa precisar sobre quién recae la vigilancia del
interés colectivo. Carslen (1994) advirtió que no todos los represen-
tantes políticos que integran el Poder Legislativo participan directa-
mente en la tarea de elaborar el Presupuesto. Por esa razón propu-
so diferenciar entre politician y budgeter. El primero es el político sin
relación directa con el Presupuesto, mientras que el segundo parti-
cipa directamente en su elaboración. Recogiendo la acertada taxo-
nomía de Carslen diremos que, en materia presupuestaria, el bud-
geter encarna el interés colectivo y a él pretende servirlo con un Pre-
supuesto cuya administración corresponde al Poder Ejecutivo. Este
Poder será el responsable, entre otras ocupaciones, de la provisión
pública.
Del estudio sistemático de los agentes que participan en el proce-
so de provisión descrito se ha ocupado la Teoría de la Elección Pú-
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blica3. Entendiendo con Casas Pardo (1984) que ésta tiene dos ra-
mas4: la Teoría de la demanda de bienes públicos y la Teoría de la
oferta de los mismos bienes5, sería esta última la que incluiría en su
objeto de estudio el comportamiento de los agentes que participan
en la provisión de bienes y servicios públicos y la forma en que ésta
se ve influida por aquel comportamiento. 
Como agentes integrantes del Sector Público, partidos políticos,
burócratas y grupos de interés participan en el proceso de agrega-
ción de las preferencias individuales. De estos tres colectivos focali-
zaremos nuestra atención en la burocracia, agente integrado por
funcionarios sin el cual, en palabras del profesor Fuentes Quintana
(1990, pág. 188) «no es posible ni el diseño, ni la instrumentación, ni la eje-
cución de la actividad pública».
En este artículo se plantea la relación entre el Poder Legislativo,
representado por el budgeter, y el Poder Ejecutivo, representado por
la burocracia, como una transacción cuyo desarrollo provoca situa-
ciones de ineficiencia en la provisión pública6. Descrito el origen de
la ineficiencia, el artículo propone tres soluciones teóricas al conflic-
to de intereses entre el budgeter y el burócrata.
2. EL BURÓCRATA COMO INTEGRANTE DEL SECTOR PÚBLICO
2.1. Las lecciones del enfoque positivo
La Teoría Positiva de la Hacienda Pública, ha señalado también
Fuentes Quintana (1990, pág. 188), alteró «radicalmente el paradigma
del déspota benevolente enraizado en la tradición weberiana». Así, desde el
mencionado enfoque positivo, Tullock (1979) se preguntó por las ra-
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3 BUCHANAN y TULLOCK (1962 [1993], pág. 21), exponentes relevantes de la
Teoría de la Elección Pública, en su obra El cálculo del consenso, señalaron que la mis-
ma «se asienta sobre la mítica y mística frontera que existe entre (...) dos prolíficos herederos
de la Economía Política», la Ciencia Política –ocupada de saber cómo está organizado
el Estado– y las Ciencias Económicas –en la tradición inagurada por A. MARSHALL
(1890) en sus Principios de Economía.
4 Vid. CASAS PARDO en el estudio introductorio a BUCHANAN, MCCORMICK y TO-
LLISON (1984). 
5 Con un matiz distinto, SALINAS (1993, págs. 15 y 16) sostiene que la teoría de la
oferta de bienes públicos es uno de los programas de investigación en los que se ha
desgajado el paradigma de la elección colectiva.
6 Para un estudio detallado del concepto y medición de la eficiencia, véase ÁLVA-
REZ (2001).
zones que justificaban que el análisis económico supusiera que los
burócratas no se comportaban como los demás agentes, conclu-
yendo que no existía ninguna razón para tan excepcional trata-
miento7.
Sobre las ideas de Tullock y algunas consideraciones expuestas
por Downs (1971), Niskanen (1971) elaboró su teoría del comporta-
miento burocrático o Teoría Económica de la Burocracia, cuyos ele-
mentos integrantes pueden dividirse en cuatro núcleos8:
I. El concepto de departamento y de los burócratas. 
II. El ambiente y condiciones en que opera la burocracia9.
III. Los objetivos de los burócratas.
IV. Un modelo explicativo.
El burócrata de Niskanen será el origen de la ineficiencia pública
cuando la transacción que se realice entre el garante del interés co-
lectivo (el budgeter) y el burócrata se desarrolle en un marco de in-
formación incompleta. Esta realidad señala los ámbitos de la Ciencia
Económica relacionados con nuestro objeto de estudio: la Economía
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7 SALINAS (1993, pág. 10) señala cómo el propio Tullock se refería a la extrapola-
ción del enfoque económico al mayor número de aspectos del comportamiento hu-
mano como una manifestación del «imperialismo de la teoría económica». Por otra parte,
y en la misma línea de la extrapolación de Tullock, Salinas trae a colación la opinión
de Becker en The economic approach to human behavior (Chicago, 1974). Para este au-
tor, la aplicación de la metodología económica en la explicación del comportamien-
to humano fuera del marco del mercado se fundamenta en la consideración de que
«el comportamiento no está compartimentado, en ocasiones basado en maximización, otras veces
no, en ocasiones motivado por preferencias estables, otras veces por preferencias volátiles, en oca-
siones resultado de una acumulación óptima de información, otras veces no. Por el contrario,
todo comportamiento humano puede ser visto como comprendiendo participantes que maximizan
su utilidad desde conjuntos de preferencias estables y que acumulan una cantidad óptima de in-
formación y otros inputs en una variedad de mercados».
8 Vid. FUENTES QUINTANA (1990, pág. 188), aunque este autor incluye también
las recomendaciones de Niskanen para hacer frente a los problemas asociados a la
conducta egoísta del burócrata.
9 Respecto al ambiente destaca tres condiciones:
a) El departamento ofrece un determinado nivel de servicio o bien público a
cambio de un presupuesto. 
b) La producción de los servicios por los burócratas no está relacionada con la
eficiencia, puesto que tampoco está relacionada su remuneración con la eficiencia de
la producción. En otros términos puede decirse que no existe relación entre la re-
muneración del burócrata y su productividad. 
c) La mayor parte de los departamentos disfrutan de un monopolio de deman-
da sobre los factores productivos que utilizan, lo que facilita la producción pública, si
bien no garantiza la reducción de sus costes o mejora de su calidad.
de los Costes de Transacción y la Economía de la Información. A
ellos nos referiremos más adelante.
Recapitulando puede decirse que el budgeter y el burócrata lleva-
rán a cabo una transacción, la cual se desarrollará en un marco par-
ticular de información disponible. Ese marco de información permi-
tirá al burócrata hacer uso de su poder discrecional en beneficio
propio. La utilización del poder discrecional supondrá un despilfarro
de recursos públicos; una situación de ineficiencia para cuya correc-
ción el propio Niskanen propuso una serie de medidas10. Estas me-
didas, que expondremos como soluciones teóricas al conflicto, son:
1. La alteración del sistema de remuneración de los burócratas
con el objetivo de fomentar la eficiencia en el uso de los recursos. 
2. La introducción de mecanismos de competencia o torneos en-
tre departamentos públicos.
3. Facilitar la investigación de los departamentos gubernativos
por órganos fiscalizadores que trabajen para el Poder Legislativo.
Completaremos este segundo epígrafe analizando los términos
en los que se desarrolla la transacción.
2.2. El conflicto de intereses en el seno del Sector Público
2.2.1. Los términos generales del conflicto
El burócrata de Niskanen plantea un conflicto entre su interés
particular y el colectivo. La consecuencia de semejante colisión de in-
tereses será un coste asociado a la reducción de la eficiencia con la
que el burócrata administra los recursos públicos.
La preocupación por la correcta administración de los recursos
públicos ha informado, fundamentalmente en el siglo XX, el Derecho
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10 FUENTES QUINTANA sostiene que Niskanen ofrece una agenda reformadora
que incluye tres propuestas para prevenir las eventuales transgresiones de la buro-
cracia a la administración eficiente de los recursos públicos. Resumidamente, estas
propuestas son:
a) Reformar las mayorías necesarias para la aprobación de los gastos públicos de
los diversos departamentos, de esta forma se persigue disminuir las oportunidades
de la burocracia para lograr presupuestos sobredimensionados.
b) Facilitar una oferta más competitiva de los servicios públicos.
c) La provisión de los servicios públicos debe descentralizarse con la máxima in-
tensidad posible (por ejemplo, las diferentes preferencias de los votantes pueden ma-
nifestarse votando con los pies).
Financiero de las principales economías occidentales. Reformas pre-
supuestarias cuyo objetivo ha sido la mejora del presupuesto de me-
dios clásico, junto a legislaciones del más alto rango, se han ocupado
de garantizar la mejora de la administración y gestión de los recur-
sos que los ciudadanos ponemos en manos del Sector Público. El
mencionado proceso legislativo, del que España no se ha mantenido
ajena11, se ha traducido en la exigencia legal de que los recursos pú-
blicos se administren de forma eficiente.
Por tanto, cuando, como consecuencia del conflicto de intereses
entre los agentes del Sector Público, se ve perjudicada la eficiencia de
la gestión, se incumplen preceptos legales además de alterarse el
bienestar social. Diremos entonces que existe un conflicto de intere-
ses que provoca un coste asociado cuya naturaleza es preciso conocer.
2.2.2. El coste del conflicto como un coste de transacción
Acercándonos a los términos de la transacción, supongamos que
existe un agente principal encarnado por el budgeter interesado en
hacer cumplir el marco legal que garantiza la eficiencia en la gestión
pública, y supongamos también que los burócratas asumen el papel
de agencia encargada de ejecutar el presupuesto que el principal
pone a su disposición. En coherencia con la aportación de Niskanen,
el comportamiento oportunista del agente12 pondrá de manifiesto el
conflicto de intereses entre ambas partes, lo que supondrá un coste
para el principal que denominaremos pérdida residual. Éste repre-
senta la diferencia entre el bienestar potencial que alcanzaría el prin-
cipal con un comportamiento óptimo del agente y el bienestar real-
mente alcanzado debido a los efectos de la colisión de intereses.
Ricart et al. (1991) analizaron este tipo de coste –pérdida resi-
dual– en el contexto más amplio de los costes de transacción que se
originan dentro de cualquier organización pública o privada. La es-
trategia del principal consistirá en buscar estructuras de control y sis-
temas de incentivos que minimicen esta pérdida residual. Las alter-
nativas propuestas por el propio Niskanen –establecer sistemas de
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11 Para un análisis detallado de este proceso en el ordenamiento jurídico-presu-
puestario español, véase CANSINO (2001, págs. 50 y 51). Más recientemente debe sig-
nificarse la inclusión de la exigencia de la gestión pública eficiente en el articulado de
la Ley de Estabilidad. Vid. GONZÁLEZ-PÁRAMO (2001).
12 Actuar de forma oportunista significa hacerlo con astucia. Un individuo opor-
tunista, persiguiendo su propio interés, incumplirá algunas de sus obligaciones con-
tractuales, retendrá información relevante para la otra parte de la transacción y uti-
lizará con ella el engaño en las negociaciones.
incentivos, órganos de control o mecanismos de competencia– res-
ponden a esta estrategia. Estos mecanismos conllevan unos costes
que, unidos a la pérdida residual, constituyen los costes de agencia.
Resulta claro, en cualquier caso, que el principal actuará de forma
que se minimicen los costes de transacción, así lo señala Kreps13 y 14
(1995, pág. 666), para quien «la noción básica (...) es que las transaccio-
nes tienden a formularse de tal modo que maximizan los beneficios netos que
proporcionan, incluyendo los costes de transacción». 
2.2.3. La economía de la información
Como se ha mencionado, el conflicto de intereses en el ámbito
público deviene en comportamientos ineficientes cuando la infor-
mación sobre aspectos relevantes de la transacción entre el principal
y el agente sufren cierta opacidad. Esta falta de información puede
afectar de forma desigual a las dos partes de la transacción, de ma-
nera que el marco en el que la misma se desarrolla será, además del
de una situación de información incompleta, de información asimé-
trica. Este hecho lo subrayan Ricart et al. (1991, pág. 197), para quie-
nes «una cuestión particularmente importante (...) [es] la asimetría de la in-
formación entre la persona que está al frente de un centro de responsabilidad
y la que le supervisa o controla, lo que significa que la incertidumbre por las
dos partes no es ni puede ser la misma. La persona que está al frente del cen-
tro tiene una información de detalle (y de las) repercusiones internas que pue-
da tener cualquier decisión que se tome».
Indudablemente, en una sociedad plural en la que los ciudada-
nos dispusieran de información perfecta, ante una eventual altera-
ción de la elección colectiva por parte de un agente en su propio be-
neficio, éste sería relevado de su responsabilidad por los votantes o
por la autoridad competente. La realidad es otra bien distinta y pró-
xima a una situación en la que la información no es perfecta. Como
se anticipaba, parece por ello adecuado sustituir el supuesto de in-
formación perfecta por el de información incompleta. 
En todas las cuestiones estudiadas por la economía de la infor-
mación, señala Kreps (1995, pág. 522), «el hilo conductor es la ausencia
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13 Para sostener esta afirmación, KREPS se basa esencialmente en el trabajo semi-
nal de WILLIAMSON (1985).
14 Sobre la naturaleza de los costes en los que incurren los agentes que participan
en la transacción, puede afirmarse que unos son costes ex-ante y aparecen derivados
de la negociación en la que se determinan los elementos de la transacción. Otros son
costes ex-post y aparecen asociados al perfeccionamiento y protección del contrato fir-
mado por los agentes que intervienen en la transacción.
de información completa para algunos de los participantes en el mercado, ya
sea sobre lo que los otros agentes están haciendo, o lo que saben o dónde se ha-
llan las mejores oportunidades de mercado».
De manera particular, la economía de la información se ocupa del
estudio de problemas como el riesgo moral, la selección adversa, el
diseño de contratos óptimos, los modelos de búsqueda óptima y de
los fallos de coordinación y los modelos de expectativas racionales15. 
De especial interés nos resulta el problema del riesgo moral, el
cual hace referencia a un tipo de transacciones en las que una de las
partes puede realizar ciertas acciones que:
a) Afectan a la valoración de la transacción que hace la otra par-
te, pero que
b) La otra parte no puede controlar o imponer perfectamente.
La literatura ha venido señalando como solución al problema del
riesgo o azar moral el uso de incentivos. Incorporando éstos a la tran-
sacción se pretende que la parte que emprende las acciones, movida
por su propio interés, lleve a cabo acciones que la otra parte prefe-
riría (relativamente).
El abandono del supuesto de benevolencia como inspirador úni-
co de las conductas de los servidores públicos es el origen del con-
flicto de intereses al que nos hemos venido refiriendo. La existencia
de tal conflicto supone una serie de costes de cuya naturaleza tam-
bién nos hemos ocupado. Finalmente, se ha subrayado que lo ante-
rior está relacionado con un marco determinado de información. Lo
que abordamos a continuación en el epígrafe 3 es una de las tres so-
luciones que el propio Niskanen señaló para reducir los menciona-
dos costes. Dejaremos para los epígrafes 4 y 5 el estudio de las otras
dos soluciones recomendadas por Niskanen: el uso de mecanismos
competitivos y el establecimiento de órganos fiscalizadores.
3. CONFLICTO E INCENTIVOS: CONTRATOS
3.1. Los incentivos como forma de reducir
el conflicto de intereses
Como ha quedado establecido, el modelo principal-agente apli-
cado al Sector Público se desarrolla a partir de un conflicto de inte-
reses entre el budgeter y un agente que, haciendo abstracción de po-
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15 Cfr. KREPS (1995, págs. 521 y 522).
líticos y grupos de interés, está representado por el burócrata de Nis-
kanen. Como se ha anticipado, en la transacción que ambos realicen
la información de la que disponen es incompleta y está asimétrica-
mente sesgada a favor del burócrata. Esta asimetría la justifica Pea-
cock (1978 [1980], pág. 239) cuando escribe que «el burócrata se halla
en una situación semejante a la del monopolista. Él es el único proveedor de
determinados servicios administrativos y técnicos y, no menos importante, él es
la única fuente de información sobre sus costes de producción».
Con estos precedentes, el establecimiento de contratos entre am-
bos protagonistas es, como se ha visto, una fórmula para resolver ese
conflicto. Uno de los aspectos más relevantes de esos contratos son
los sistemas de incentivos pactados entre las partes.
Ricart et al. (1991, pág. 186), a partir del trabajo de Schein (1970),
señalan que los incentivos que las personas buscan en sus trabajos
son una síntesis compleja de premios materiales, sociales e intrínse-
cos al propio puesto de trabajo16; esa misma variedad en el tipo de
incentivos se manifiesta en los argumentos de su función de utilidad.
La incorporación de los incentivos al contrato exigen resolver dos
cuestiones asociadas: por una parte, la incertidumbre que puede ge-
nerarse en torno a su aplicación efectiva y, por otra parte, las posi-
bles conductas oportunistas a las que pueden dar lugar. En primer
término, existe incertidumbre sobre elementos importantes en el con-
trato que impiden tener certeza sobre el comportamiento de los in-
dividuos ante unos resultados concretos. En segundo término, los
individuos son oportunistas en el sentido de que intentan escoger
aquellas acciones y decisiones que benefician su interés particular,
aun en contra del interés del principal. Sin duda, lo anterior plantea
una situación compleja que en palabras de Ricart et al. (1991, pági-
nas 177) «genera un problema de armonización de incentivos para lograr los
beneficios que la coordinación de actividades podría aportar».
El desarrollo del sistema de incentivos necesita de un supuesto
inicial sobre el comportamiento humano. Para ello, partimos del pa-
radigma de la elección racional, relajando alguno de los supuestos
del homo economicus, en concreto, el de información perfecta, hasta
llegar a la racionalidad limitada tanto en los términos descritos por
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16 Este último tipo de premios están relacionados con aspectos vinculados al pues-
to de trabajo y al desarrollo profesional del trabajador. Su tratamiento por la litera-
tura se ha desarrollado en el contexto de los mercados de trabajo interno, basados
en relaciones de autoridad de largo plazo que incluyen la definición de las carreras
laborales y las promociones en la jerarquía. Un estudio reciente de este tipo de rela-
ciones puede consultarse en CANSINO Y ROMÁN (1999).
Kreps como en los que señalan Ricart et al. (1991, pág. 177), para
quienes «los individuos tienen una racionalidad limitada que se manifiesta
en su imposibilidad de poder prever todas las posibles contingencias y en su
dificultad de tener en cuenta simultáneamente todas las consideraciones (...)».
Por esa razón, todos los contratos que se puedan establecer serán
contratos incompletos. La incompletitud de estos contratos será el ori-
gen de la necesidad de incorporar a la transacción estructuras de go-
bierno, cuyo objetivo será ofrecer una solución a cuantos conflictos
puedan plantearse entre las partes contratantes tras la entrada en vi-
gor del mismo. Asimismo, estas estructuras de gobierno deberán tener
flexibilidad suficiente como para permitir tomar las decisiones en
torno a cuestiones y contextos no previstos en el contrato, debido a
la complejidad de su incorporación o al elevado coste de la misma.
3.2. El diseño de contratos óptimos
Esencialmente, los términos incluidos en el contrato deben esta-
blecer de manera óptima los incentivos que pongan solución al con-
flicto de intereses entre las partes de la transacción.
La justificación para el uso del mecanismo de incentivos está en
el hecho de que la supervisión perfecta y el cumplimiento total de lo
acordado a menudo resulta imposible, y de ahí que la transacción
deba estructurarse de manera que la parte que realiza la acción (el
agente) tenga un incentivo relativamente mayor para actuar en la for-
ma preferida por la otra parte (el principal)17.
Para un ejemplo sencillo del diseño de contratos se supone que
las dos partes intervinientes en la transacción son un principal,
que contrata los servicios de un agente para realizar alguna tarea. El
agente proviene de una población numerosa de agentes similares y
desea realizar esta tarea en la medida que su utilidad neta por reali-
zar la misma sea, como mínimo, tan grande como la que tendría en
su mejor oportunidad alternativa. En definitiva, el agente exige te-
ner garantizado un nivel de utilidad mínimo asociado al desempeño
de la tarea para aceptar realizarla. A ese nivel mínimo de utilidad lo
denominaremos nivel de utilidad de reserva del agente. Por debajo de
ese nivel de reserva, el agente no aceptaría la tarea propuesta por el
principal.
Superado el nivel de reserva y una vez que el principal contrata al
agente, éste determinará el nivel de esfuerzo que aplicará al cumpli-
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17 Cfr. KREPS (1995, pág. 523).
miento de la tarea. Dicho nivel de esfuerzo será de especial interés
para el principal, de tal forma que éste supervisará el esfuerzo reali-
zado por aquél. Dado que el principal tendrá otras ocupaciones di-
ferentes a la de fiscalizar el nivel de esfuerzo del agente, la supervi-
sión del mismo le supondrá un coste que denominaremos coste de
supervisión. Si su tiempo es especialmente valioso, el principal puede
pensar en contratar a una tercera persona para supervisar al agen-
te. En este caso tendrá que remunerar al supervisor y deberá ocu-
parse de que el supervisor y el agente no se pongan de acuerdo en
contra suya.
Descartemos de momento la opción de contratar a un fiscalizador
que supervise el esfuerzo del agente por mandato del principal. En
el epígrafe 5 nos ocuparemos de esta solución. Centrémonos ahora
en la solución que ofrecen los mecanismos o sistemas de incentivos.
En esencia, el razonamiento es el siguiente. El principal está inte-
resado en conseguir un nivel de esfuerzo adecuado del agente, pues
ello repercutirá favorablemente sobre el output final. Al mismo tiem-
po, el agente estará interesado en minimizar su nivel de esfuerzo,
pues, como veremos inmediatamente, el esfuerzo le reporta desutili-
dad. El mecanismo de incentivos permite al principal vencer la resis-
tencia racional que el agente presenta frente al esfuerzo, otorgándole
unos incentivos que dependen, precisamente, de su nivel de esfuerzo.
Como se ha señalado, los incentivos en los que puede estar inte-
resado el agente son de diversa naturaleza. Supondremos simplifi-
cadamente que si éstos se concretan en forma de un mayor salario,
fruto de su mayor esfuerzo, satisfacen los deseos de éste. Quedan, sin
embargo, otros problemas. Por ejemplo, supongamos que el princi-
pal encuentra dificultades para vincular el salario con el nivel de es-
fuerzo del agente debido a que éste no es directamente observable
por aquél. En este caso, el principal tendrá que determinar algún
tipo de medida indirecta del esfuerzo del agente en función de la cual
se establecería el salario recibido por éste. 
Kreps (1995, pág. 529) propone que imaginemos un agente que ac-
cede a realizar una tarea para el principal y que elige un curso de acción
«e» a partir de un conjunto finito A = {e1, ..., eN}, que define el conjunto
de acciones que puede ejercer. Como se ha dicho, la acción elegida por
el agente no es conocida por el principal; en su lugar, el principal ob-
serva una señal imperfecta del curso de acción elegido por el agente.
A esa señal es a lo que antes nos hemos referido como medida indirecta.
Podemos modelizar esto diciendo que el principal (y el agente) obser-
van una señal «s» extraída de un conjunto finito S = {s1, ..., sM}.
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3.2.1. Un contrato con objetivos negociables
Para abundar en la solución que ofrece el uso de incentivos, ana-
lizaremos el caso de un contrato con objetivos negociables. En este
caso representamos las preferencias del principal por la función de
utilidad:
V = V(Q – s(z))
donde Q es el nivel de producción o output alcanzado por el agente,
el cual es una función del presupuesto disponible (B) y del nivel de
esfuerzo «e» empleado por éste. Así,
Q = Q(B, e)
Por su parte, s(z) representa la compensación económica que el
principal entrega al agente como incentivo. De esta forma, la función
de utilidad del agente puede formularse como:
U = U (s(z),e)
En esencia, el conflicto de intereses entre los participantes se
enuncia de la siguiente manera:
a) El budgeter quiere obtener Q, maximizando «e» y minimizan-
do B18.
b) El burócrata19 quiere obtener Q, maximizando s(z) y minimi-
zando «e».
A partir de lo anterior, principal y agente, budgeter y burócrata, di-
sienten en el nivel óptimo de «e». Los incentivos que el primero ofre-
ce al segundo en el marco del contrato intentarán reconducir el
comportamiento autointeresado del burócrata. Por su parte, éste,
conocedor de su mejor información y de la dificultad que el princi-
pal tiene para observar su comportamiento, podrá incurrir en ac-
ciones ocultas que se manifestarán en un menor nivel de «e». 
Podemos formalizar el problema de la acción oculta. Para ello se-
guimos a Martín et al. (1990), quienes formulan el problema de las
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18 Asumimos un contexto macroeconómico de reducción del gasto público.
19 El burócrata sigue estando definido dentro del paradigma de Niskanen; no
obstante, debe advertirse que existen autores como MIGUÉ y BELANGER (1974) que
han criticado el modelo de Niskanen, afirmando que la agencia no produce con cos-
tes mínimos, sino que se apropia de parte de los recursos, gastándolos sin que con-
tribuyan en absoluto al aumento de la producción. Este tipo de ineficiencia es de na-
turaleza técnica y ha sido divulgada en la literatura por LEIBENSTEIN (1966) como
ineficiencia X.
acciones ocultas como una doble maximización restringida de la fun-
ción de utilidad del principal y de la función de utilidad del agente.
En el primer caso, la formulación del proceso maximizador sería:
Maxs(z)Ex [V(Q – s(z))]
s.a.Ex [U(s(z),e)] ≥ û
En la restricción, û es la utilidad mínima que hay que asegurar al
agente, y que hemos definido como su nivel de utilidad de reserva.
Mientras que en el segundo caso, la maximización de la función
de utilidad del agente podría formularse como:
MaxeEx [U(s(z),e)]
Si el esfuerzo del agente fuese observable directamente o a través
de una variable «proxy» que actuase como señal, se podría diseñar
correctamente el sistema de incentivos. Supongamos que la señal es
el output alcanzado por el agente. El contrato entre el principal y el
agente puede regular los incentivos en función de alguna cifra obje-
tivo del output, de tal forma que si el output efectivo es igual o supe-
rior al objetivo, el principal entrega al agente una cierta cantidad de
dinero. En este caso, lo primero que han de hacer principal y agen-
te es negociar la cifra objetivo.
Sin embargo, el principal se encuentra en posición de debilidad
en la negociación de objetivos con el agente debido a la mencionada
asimetría de información favorable a éste y referida al funciona-
miento interno del departamento y las posibilidades de mejora de la
eficiencia existentes.
A pesar de lo anterior y aunque el conflicto entre principal y
agente pueda formularse elegantemente como un problema de op-
timización restringida, la solución al mismo –siguiendo nuevamente
a Martín et al. (1990)– queda indeterminada. Debido a esa falta de
operatividad, estos autores buscan una solución a través de un con-
trato que incorpora un sistema de incentivos factible.
Martín et al. (1990) diseñaron un sistema de incentivos a partir
del modelo de incentivos soviético de Weitzman (1976). La aplica-
ción del sistema se desarrolla en tres etapas:
ETAPA 1: El principal asigna al agente un objetivo tentativo, que
denominamos V.
ETAPA 2: El agente propone una revisión del objetivo, que re-
presentamos por VH. Dado que existe una relación entre el objetivo
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y la recompensa o prima que el principal otorga al agente caso de al-
canzar aquél, la revisión del objetivo por el agente implica la revisión
de la recompensa por el principal. Dicha revisión se realiza según la
expresión:
β (VH – V)
ETAPA 3: El agente entra en la fase de ejecución y obtiene final-
mente VF, con lo cual se construye la variable definitiva de control:
s (VF, VH)
que sirve para la evaluación del agente. Resultado de esa evaluación
nos podemos encontrar ante los tres escenarios que se describen a
continuación:
1) S(VF, VH)
2) β(VH, V) + α(VF – VH) si VF ≥ VH
3) β(VH – V) – µ(VF – VH) si VF < VH
0 < α < β < µ
α, β, µ son constantes fuera del control del agente y que fija anual-
mente el principal dependiendo de lo intenso que quiera hacer el
modelo. El valor final VF es comunicado al principal por el propio
agente20. 
El modelo de Martín et al. induce al agente a revelar información
sobre qué nivel de objetivos es técnicamente posible alcanzar. Esta
cuestión no es en absoluto menor debido a que el agente dispone de
más información que el principal acerca de la función de producción
y, por tanto, de los niveles de output alcanzables.
Este sistema de incentivos tiene una propiedad adicional en la
que debe repararse. Si se considera la posibilidad de que el principal
pueda alterar periódicamente el sistema de primas al agente, éste
tendrá un claro interés en proponer objetivos fácilmente alcanza-
bles. Incluso podría considerarse la posibilidad de que el agente des-
carte intencionadamente alcanzar un resultado más allá del objetivo
que él mismo sugiere al principal, de esta forma el agente evita que
el principal revise al alza el objetivo llegado el momento de la revi-
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20 Anticipándonos a lo que se expondrá en el epígrafe 5, es posible que los órga-
nos de control del Sector Público fiscalicen los resultados del tipo VF que los gestores
comunican al budgeter. Se establece así un sistema de control por resultados basado
en la descentralización de la información y las decisiones, acompañada del diseño de
sistemas de incentivos, que buscan armonizar los intereses de las agencias descentra-
lizadas con las del principal.
sión del sistema de primas. Este escenario corresponde evidente-
mente a un planteamiento dinámico de la relación principal-agente
y se conoce como «efecto Rachet»21.
4. CONFLICTO Y COMPETENCIA
4.1. Competencia y eficiencia
El Sector Público responde habitualmente a principios diferentes
a los del mercado. Su entramado institucional funciona al margen de
la competencia y sus departamentos actúan frecuentemente como
oferentes monopolistas de bienes y servicios. La fidelidad impuesta
a los usuarios públicos libera a los departamentos de exigencias tales
como la calidad de su producto, el buen trato con los clientes, etc.
En un entorno no competitivo, la ineficiencia suele acompañar al
oferente en su gestión. La literatura sobre gestión pública viene re-
comendando como vía de mejora de la misma la introducción de
mecanismos competitivos en aquellos ámbitos del Sector Público en
los que sea posible. La competencia podrá establecerse entre dife-
rentes departamentos públicos que actúan sobre una misma pobla-
ción ofreciendo el mismo servicio (educación, salud, información...),
o entre departamentos públicos y empresas privadas. Dirigiremos
nuestra atención al primer caso.
La introducción de un marco de competencia comparte con el
sistema de incentivos el objetivo de promover en el agente compor-
tamientos eficientes o respetuosos con el interés colectivo. Los des-
arrollos teóricos que se han ocupado de aquel mecanismo se han nu-
cleado en torno a la literatura de torneos. 
En un torneo, los participantes –que no necesariamente pertene-
cen al ámbito público– compiten entre sí, alcanzando finalmente una
posición en una jerarquía clasificatoria. Los participantes mejor cla-
sificados recibirán una recompensa. Será precisamente la posibilidad
de vencer en el torneo la que promoverá las mejores conductas de
los participantes.
A diferencia de lo que ocurre con los sistemas de incentivos, en
los torneos la retribución del agente no viene establecida a partir de
la señal que percibe el principal, sino por la posición que la señal
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21 Para abundar en el conocimiento de la naturaleza del «efecto Ratchet» puede
consultarse WEITZMAN, M. (1980): «The ratchet principle and performance incenti-
ves», The Bell Journal of Economics, nº 11, págs. 302 a 308.
ocupa dentro de la jerarquía, en la que se registran también las se-
ñales del resto de agentes competidores. Todos los agentes compiten
entre sí por alcanzar las posiciones más elevadas de la jerarquía, las
cuales estarán asociadas a las retribuciones más altas.
4.2. Formalización del torneo
Para una exposición formalizada del torneo, supongamos inicial-
mente que el principal-budgeter contrata a «n» agentes encargados de
producir el mismo bien u ofertar el mismo servicio. Estos agentes
proceden de una población de individuos similares a priori y sus pre-
ferencias, individualmente consideradas, pueden representarse por
la siguiente función de utilidad:
Ui(wi, ei) = U(wi) – ei
donde wi ≥ 0 es la retribución percibida por el agente i-ésimo, y ei
representa el nivel de esfuerzo que desarrolla el mismo agente. Nue-
vamente suponemos, por tanto, que la utilidad de cada agente de-
pende positivamente de la retribución que el principal de la relación
le entrega, y negativamente del nivel de esfuerzo que realiza.
En cuanto a la naturaleza de U, se define como U: R+ → [0, B]. La
función U es, además, estrictamente creciente y estrictamente positiva.
En cuanto al output asociado a cada agente, éste podrá represen-
tarse de la siguiente forma para el agente i-ésimo:
yi = zi + η
En la expresión anterior, zi es una variable aleatoria condicionada
por el nivel de esfuerzo ei que realiza el agente. La función de dis-
tribución de zi es F( ;ei), sin que la forma de F dependa del agente,
ya que éstos son, a priori, idénticos. En cuanto a la función de densi-
dad de F( ;ei), para cada valor ei ≥ 0 será F( ;ei). La función de densi-
dad es positiva y continuamente diferenciable. En cuanto al término
η, representa una variable aleatoria común a todos los agentes.
Igual que ocurre en el sistema de incentivos, los agentes elegirán
el nivel de esfuerzo que desarrollarán en el cumplimiento de su ta-
rea. Al mismo tiempo, el nivel de producción dependerá del nivel de
esfuerzo y de la variable aleatoria η, según se ha expuesto, y que es
común a todos los agentes. No obstante, los agentes no pueden ob-
servar directamente esta perturbación, por lo que se ven obligados a
utilizar una señal imperfecta (que denominaremos σi para el agente
i-ésimo) que les supla la falta de información. Todos los agentes se-
rán idénticos, excepto en su información sobre η. Así, cuando un
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agente se plantee la elección de su nivel particular de esfuerzo, con-
siderará la información que le ofrece la señal σ. Puede entonces de-
finirse una regla de decisión para el nivel de esfuerzo, e, en función
de σ. En concreto, puede establecerse que
E(σi) = ei
Siendo E(.) la regla de decisión del agente. Esto nos permite con-
siderar una función de distribución conjunta para η y σ, G(η,σ), de
forma que:
∫η dG(η, σi) = 0
Lo anterior significa que el valor esperado del shock η es nulo.
En cuanto al comportamiento del principal, vendrá orientado
por su deseo de maximizar la diferencia entre el output alcanzado
por los agentes y el coste de producción (en este caso el único coste
considerado es el salarial). De forma que su función objetivo vendrá
determinada por el valor neto esperado en los términos siguientes:
E[Σ(yi – wi)]
De nuevo, el principal tendrá limitaciones a la hora de conocer el
comportamiento del agente, particularmente el nivel de esfuerzo
que realiza. Necesitará acudir a señales imperfectas de este compor-
tamiento; en concreto, observará el nivel de output producido por
cada agente. Esa realidad hará que la retribución de los agentes que-
de vinculada a los niveles de output.
De forma más precisa, la retribución del agente en el caso de los
torneos no sólo depende de su nivel de output concreto, sino de la
posición que el mismo ocupa en una jerarquía en la que se registran
los niveles de output alcanzados por cada agente participante. Ésta es
la diferencia fundamental que existe entre los torneos y los contra-
tos que incluyen mecanismos de incentivos; en estos últimos, la re-
tribución (que incluye el incentivo) sólo depende de la señal del
agente individualmente considerado, sin que el comportamiento de
otros agentes le afecte.
A partir de lo anterior, el principal habrá de resolver un proble-
ma de optimización retringida, que puede formularse así:
Maximizar E[Σ(yi – wi)]
sujeto a dos restricciones, que son: que el agente siga una regla de de-
cisión óptima dada su función de utilidad, y la restricción de partici-
pación de los agentes a partir de sus niveles de utilidad de reserva.
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4.3. Desarrollo del torneo
El desarrollo del torneo puede formalizarse en el marco de la
Teoría de Juegos. Para ello puede suponerse que el torneo es un jue-
go en el que la estrategia de cada agente es su nivel de esfuerzo. Con-
sideraremos situaciones que resulten ser equilibrios de Nash.
Para presentar formalizadamente el desarrollo del torneo segui-
remos fundamentalmente a Green y Stockey (1983)22. Estos autores
suponen la existencia de un principal que contrata a dos agentes. El
output alcanzado por cada agente dependerá estocásticamente de su
propio esfuerzo (e) y de un término aleatorio común (η). Adicional-
mente, Green y Stockey (1983) suponen que los agentes no conocen
el valor del shock común en el momento de elegir su nivel de esfuer-
zo, pero sí conocen su distribución.
En el juego, el principal construye el sistema de retribución en
términos de utilidad. Para el caso de n agentes participantes, el con-
junto de retribuciones será:
W = {W1, ..., Wn}
Siendo Wi la retribución que recibe el agente que ocupa el lugar
i-ésimo en la jerarquía clasificatoria. En este sentido, puede escribir-
se que Wi-1 > Wi > Wi+1.
Podemos ahora definir wi como el nivel de utilidad que el agente
deriva de conseguir la retribución Wi, de forma que puede estable-
cerse la relación funcional:
ωi  U(Wi)
Cada nivel de utilidad del agente supone un coste para el princi-
pal. Dicho coste puede representarse por la función inversa de la
función de utilidad del agente (γ), de forma que:
γ (ωi)  U–1(ωi)
Por otra parte, el nivel de output alcanzado por cada agente viene
explicado por una variable aleatoria zi, que está condicionada por el
nivel de esfuerzo, ei, y por el término η. Puede escribirse que
yi ≥ yj ⇔ zi ≥ zj
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22 Estos autores desarrollan el trabajo de LAZEAR y ROSEN (1981). En este trabajo,
los autores analizan tres esquemas de compensación para el agente, siendo uno de
ellos la competencia entre agentes por conseguir premios.
Lo anterior significa que la clasificación que ocupará el agente
dentro de la jerarquía no dependerá del par (η, σ), por lo que su ni-
vel de esfuerzo será independiente de σ. Esto nos permite analizar
el desarrollo del torneo sólo en función de zi. De esta forma puede
afirmarse que un agente cualquiera logrará la retribución Wj si y só-
lo si, para este agente, z ocupa el puesto j dentro de la jerarquía cla-
sificatoria final, dado el nivel de esfuerzo del resto de agentes.
Continuando con el razonamiento, puede asignarse una probabi-
lidad determinada a cada puesto, j, en la jerarquía clasificatoria final.
Así,
φjn (z;e) = ( n! f(z;e)Fj–1(z;e)[1 – F(z;e)]n–j )(n – j)! (j – 1)!
siendo φjn(z;e) la función de densidad correspondiente a una mues-
tra de n individuos y obtenida a partir de la función de distribución
F(;e).
Podemos referirnos al comportamiento del agente como aquel
que está orientado a maximizar el valor medio de la utilidad que ob-
tendría según las distintas retribuciones.
En el juego, las situaciones consideradas como de equilibrio de
Nash implican que:
1. Los agentes que participan en el torneo van a conocer las es-
trategias seguidas por el resto de agentes competidores.
2. Los agentes se comportarán como maximizadores de su utili-
dad condicionados por la estrategia de sus rivales.
A partir de lo anterior estamos en condiciones de formalizar el
comportamiento de un agente cualquiera mediante la expresión:
maxe
1 Σ
n
ωj ∫
f(z;e) φjn (z;e•) dz – en f(z;e•)
En esta expresión, el término e• representa el esfuerzo desarro-
llado por el resto de agentes que participan en el torneo. La expre-
sión anterior muestra cuál es la regla de decisión del agente. Según
esta regla, dado el nivel de esfuerzo de los agentes rivales, el agente
maximizará su utilidad media esperada menos el esfuerzo que él de-
sarrolla (e). En la expresión anterior, la integral es la esperanza de
que el agente se clasifique en la posición j, condicionada al esfuerzo
del resto de los agentes.
Podemos ahora formular las restricciones al problema del princi-
pal del siguiente modo:
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e•  maxe
1 Σ
n
ωj ∫
f(z;e) φjn (z;e•) dz – en f(z;e•)
1 Σ
n
ωj – e
• ≥ u°
n
Podemos también representar la función objetivo del principal
como el valor esperado neto del pago que debe satisfacer a cada
agente. Este valor esperado viene dado por la expresión:
P^Ti (n, ω, e
•)  ∫ z f(z;e•) dz – 1 Σ
n
γjn
Finalmente, el problema al que se enfrenta un agente cualquiera
puede expresarse como:
Maximizar Σ P^Ti (n, w, e•)
s.a.(ω;e•  STi; ω  [o, B]
n; e•  R+)
4.4. Un desarrollo operativo del torneo
Planteados en forma genérica los aspectos fundamentales de los
torneos, nos referiremos a algún desarrollo operativo de los mismos.
Supongamos, por ejemplo, que el principal puede hacer uso de
una dotación presupuestaria W que debe asignar entre los diferen-
tes agentes que contrata, de tal forma que
W = Σ Wj 
Si Wj es la retribución percibida por el agente que se clasifica en
el j-ésimo lugar, puede establecerse la siguiente relación entre las re-
tribuciones satisfechas por el principal:
Wj–1 > Wj > Wj+1
La relación anterior también puede expresarse en términos de
utilidad de los agentes, puesto que ésta, como ha quedado expues-
to, depende de la retribución. De esta forma:
ωj–1 > ωj > ωj+1
La cadena de desigualdades anterior muestra que los agentes si-
tuados en los puestos más altos alcanzan un nivel de utilidad supe-
rior al de los que se sitúan en las clasificaciones inferiores.
El agente, a la hora de decidir el nivel de esfuerzo que desarro-
llará, tendrá en cuenta la probabilidad de alcanzar un determinado
puesto dentro de la clasificación.
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Podemos entonces reescribir la regla de decisión del agente de la
siguiente forma:
maxe
1 Σ
n
∆ωj ∫
f(z;e) φjn (z;e•) dz – en f(z;e•)
En esta expresión, el término ∆ωj representa el incremento de
utilidad que el agente obtiene por clasificarse en el puesto j y no en
el inmediatamente inferior j+1. Con esto se pone de manifiesto que
el agente, a la hora de determinar su nivel de esfuerzo, toma en con-
sideración las variaciones que experimentará su nivel de utilidad y
no los valores absolutos.
En cuanto a la forma en la que el principal determina las dife-
rencias cuantitativas asociadas a los distintos puestos clasificatorios,
podemos suponer que varían a una tasa constante o a una tasa cre-
ciente. Realmente, cualquier regla de variación es imaginable, si bien
la operatividad del torneo como solución al problema de la provisión
pública ineficiente demandaría una regla simple –como las mencio-
nadas– en aras de una interpretación sencilla por parte de los agen-
tes participantes.
5. CONFLICTO Y CONTROL
5.1. Control de los departamentos por órganos
que trabajan para el poder legislativo
Este quinto epígrafe está estrechamente relacionado con una dis-
ciplina emergente que podría denominarse Economía del Control.
Siguiendo a Fernández-Díaz (1999), la Economía del Control debe-
ría entenderse como una «hija legítima» de la Economía del Bienestar
de la misma forma que la Economía del Medio Ambiente, la Econo-
mía de la Salud, la Economía de la Pobreza, la Economía de la Ter-
cera Edad, la Economía del Crimen, la Economía de la Defensa e in-
cluso la Economía del Amor y del Temor.
En todas estas disciplinas aparecen tres áreas comunes: compar-
ten una metodología, tienen un carácter transversal y, en ocasiones,
su contenido es interdisciplinario. Particularmente habrá de tenerse
en cuenta que la «Economía del Control» se nutrirá de los principios de
la Economía del Sector Público. A ella habrá de acudirse en busca del
soporte y guía de la tarea del control. Fernández-Díaz (1999, pági-
na 47) señala en este punto tres cuestiones fundamentales:
a) Los beneficios o costes de oportunidad del control.
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b) La relación fiscalizador-fiscalizado.
c) La articulación instrumentos-objetivos en el proceso de
control.
Desarrollaremos con detenimiento estas tres cuestiones en los
apartados que siguen. No obstante, hay dos aspectos a aclarar con
carácter previo. En primer lugar, debemos responder a la pregunta
de cuáles son los intereses del órgano de control; el interrogante es
de una importancia incontrovertible. En segundo lugar, considera-
mos necesario presentar de forma sistematizada las funciones des-
empeñadas por estos órganos.
5.1.1. Los intereses de los fiscalizadores
Al analizar las opciones que se le planteaban al principal de una
transacción cuando éste pretende lograr un nivel de esfuerzo ópti-
mo del agente, nos referimos a la posibilidad de que aquél contrata-
se externamente la labor de fiscalización del agente. La justificación
de tal posibilidad se encuentra en los costes de supervisión en los que
el principal incurriría si decidiera fiscalizar directamente al agente.
La contratación de un ente fiscalizador por parte del principal
plantea la cuestión de cuáles son los intereses a los que aquél aten-
dería en el desarrollo de su actividad. Podríamos plantearnos que, de
igual forma que no existe razón para suponer que un mismo agente
económico responda al interés propio en el mercado y al colectivo
cuando sirva a la Administración, tampoco la hay para suponer que
el fiscalizador contratado por el principal sirva a los intereses de éste
y no a los suyos propios. Aplacemos la cuestión de momento.
En el ámbito público, los órganos de fiscalización tienen una lar-
ga tradición. Técnicamente son órganos auxiliares del Poder Legis-
lativo en su labor de control del Poder Ejecutivo. En el desempeño
de sus tareas, fiscalizan al Sector Público en su conjunto y a sus in-
térpretes, entre los cuales está la burocracia. Como se ha dicho, el
Sector Público en su conjunto y, por tanto, también la burocracia es-
tán sujetos al principio de eficiencia. En este sentido, una parte de la
labor desempeñada por los órganos fiscalizadores consiste en verifi-
car la sujeción efectiva del Sector Público y sus intérpretes al referi-
do principio de eficiencia.
Retomemos ahora la cuestión de los intereses a los que sirven
quienes integran los órganos de fiscalización. En un amplio número
de casos, especialmente cuando se trata de Órganos de Control Ex-
ternos, la elección de miembros de los mismos ha de recaer, por pre-
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cepto legal, sobre profesionales de dilatada experiencia y reputada
honorabilidad. La selección es, por tal motivo, particularmente es-
crupulosa. Adicionalmente, los miembros de los Órganos de Control
suelen tener un estatuto propio que garantiza su independencia del
Poder Ejecutivo e incluso del Legislativo; una de estas características
es la de que su mandato tiene duración superior al de una legislatu-
ra. En este mismo sentido, con frecuencia los miembros de los
Órganos de Control no pueden ser reelegidos para sucesivos man-
datos, por lo que no tiene sentido suponer que en su comporta-
miento estarán orientados a promover una actividad de influencia
que favorezca su reelección entre quienes han de nombrarlos. 
Razones encontramos para sostener que en el ámbito público los
órganos fiscalizadores promueven el comportamiento eficiente del
Sector Público y, a través de tal comportamiento, el interés colectivo.
No sin reservas podemos zanjar la cuestión, sosteniendo que en el
marco de la relación principal-agente, y dentro del referido ámbito
público, cuando el principal decide encomendar la fiscalización del
agente a un órgano de control, éste desarrolla su tarea, respondien-
do sólo al interés de quien lo contrata.
5.1.2. Funciones de los órganos de control
Las finalidades clásicas de los sistemas de control son evitar la des-
viación de recursos para fines impropios, así como promover la efi-
ciencia de las operaciones23. En el cumplimiento de sus funciones,
los Órganos de Control se encontrarán con una serie de limitaciones.
Ricart et al. (1991) identificaron tres limitaciones fundamentales
de los sistemas de control:
1. La dificultad inherente a la definición de los objetivos de la or-
ganización, de forma que ésta suele ser incompleta y normalmente
ambigua.
Habitualmente se supone que los objetivos del principal están cla-
ros24. Sin embargo, en muchas ocasiones, especialmente en el caso
del Sector Público, esto no es así, dominando la definición vaga e im-
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23 Cfr. RICART et al. (1991, pág. 204).
24 RICART et al. (1991, pág. 181) llaman la atención sobre este particular cuando
afirman que «los objetivos de la empresa pública (...) son normalmente más ambiguos, menos
definidos y relacionados con la voluntad de la autoridad económica del país (...). Las posibili-
dades de influencia sobre decisiones redistributivas es mucho mayor en la empresa pública por el
único hecho de que la propiedad de la empresa pública es pública».
precisa de objetivos. Esta particularidad dificulta encontrar una se-
ñal a la que, una vez cifrada, pueda vincularse el objetivo.
2. Los obstáculos que frecuentemente impiden cuantificar los ob-
jetivos ex-ante y realizar la medición de resultados ex-post.
Uno de los aspectos más problemáticos del empleo de incentivos
basados en indicadores es la existencia de producciones intangibles
o no medibles. Si entre los múltiples objetivos del principal se cuen-
tan metas cualitativas difícilmente cuantificables, el uso de incentivos
se complica considerablemente. 
3. La incertidumbre relacionada con el sentido en el que actua-
rían los incentivos establecidos sobre las conductas de los agentes im-
plicados. El buen funcionamiento del sistema de incentivos exige la
transparencia de los mismos. Esta transparencia tiene dos dimensio-
nes distintas: transparencia hacia el interesado y transparencia hacia
terceros, esencialmente usuarios de servicios públicos. Además hay
que diferenciar entre incentivos personales e incentivos para la or-
ganización. Igualmente ha de señalarse la necesidad de resolver el
problema de la transmisión de los incentivos que el modelo genera
a nivel interno de la agencia.
En cualquier caso, si estos aspectos no se resuelven satisfactoria-
mente, la deficiencia en el funcionamiento de los incentivos se pue-
de suplir con la cultura propia de la organización y con el liderazgo
ejercido por algunos estamentos o responsables.
5.2. La Economía del Control
5.2.1. Los beneficios o costes de oportunidad del control
Fernández-Díaz (1999) señala como parte del campo de la Eco-
nomía del Control toda la literatura sobre la que se sostiene la con-
clusión de que25 «la aplicación de controles solventes y rigurosos a la ges-
tión pública contribuye a una mejora de la misma, incurriéndose en claros
costes de oportunidad cuando tales controles se dejan de aplicar». Tanto los
beneficios como los costes del control pueden representarse gráfica-
mente a partir de algunos supuestos sobre la naturaleza de ambos;
esto es lo que hacemos inmediatamente.
Como se ha visto en un principio, Niskanen definió la relación
entre el principal (budgeter) y el agente (burócrata) como un mono-
polio bilateral.
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Suponiendo una situación sencilla en la que los costes del output
público son constantes a escala, junto al hecho de que las preferen-
cias de los usuarios públicos pueden representarse por una función
de demanda de buen comportamiento, es posible representar gráfi-
camente el coste marginal de producir el output público y la curva de
demanda del output público26. 
En el Gráfico 1, CC’ es la curva de coste marginal, y DD’, la curva
de demanda. El Gráfico muestra que el presupuesto necesario para
producir el nivel de producción competitivo, OE, está representado
por el área OPFE.
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26 El conocimiento preciso de la función de demanda del output público es un su-
puesto muy restrictivo que implica ignorar los problemas de revelación de las prefe-
rencias de los ciudadanos; un problema de muy difícil solución cuando se trata de
bienes públicos.
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Si haciendo uso de su poder de negociación, la agencia impone
finalmente sus preferencias, el presupuesto sería ODFE, lo cual sig-
nifica absorber el excedente de los consumidores, mientras que si el
principal impone sus preferencias, el presupuesto sería OCFE.
Si la agencia logra imponer su poder de monopolio hasta el pun-
to de establecer el nivel de producción en OD’, entonces el presu-
puesto posible comprendería todo el área por debajo de la curva
DD’, esto es, ODD’ para un nivel de output OD’. No obstante, se en-
contrará con la restricción de que el presupuesto total debe ser igual,
y no superior, al coste total de producción. Con esta restricción, el
equilibrio del burócrata se alcanzaría para un nivel de output OG en
que el presupuesto ODHG es igual al coste total OCIG27, que re-
presenta el Gráfico 2.
Podemos ahora cuantificar cuáles serían los beneficios derivados
del control, siguiendo para ello a Bretton y Wintrobe (1975). 
En términos de coste, el control realizado por el órgano de con-
trol está asociado a un coste presupuestario representado gráfica-
mente como coste marginal –CMa–. Al mismo tiempo, el control
produce un ingreso en forma de ahorro presupuestario, y que grá-
ficamente se representa el como un ingreso marginal –IMa–. Ambas
curvas se representan en el Gráfico 3.
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27 En realidad, al tratarse de un monopolio bilateral, el nivel de output quedaría
indeterminado. El propio Niskanen reconoce que su modelo de oferta burocrática
determina sólo el output preferido por la agencia bajo el supuesto de que ésta trata
de maximizar su presupuesto, si bien inicialmente NISKANEN (1971, pág. 30) señaló
que «aunque la relación nominal entre el gestor y el budgeter es el de un monopolio bilateral,
los incentivos relativos y la información disponible, en la mayor parte de los casos, proporciona
al gestor un irresistible poder de monopolio dominante».
La curva LR representa el coste marginal de incrementar los ins-
trumentos de control, mientras que HJ es el ingreso marginal que
muestra los beneficios en términos de reducción del nivel de presu-
puesto.
En términos monetarios, el área CDF en el Gráfico 1 es igual al
área OHJ del Gráfico 3.
Del análisis gráfico se desprende que el budgeter utilizará los me-
canismos de control hasta el nivel OK; por encima de ese nivel la me-
dida no es rentable electoralmente. El resultado final estará asociado
a un presupuesto de equilibrio que, en el ejemplo utilizado, coinci-
diría con el área ODHG - OHIK.
5.2.2. La relación fiscalizador-fiscalizado
En cuanto a la relación fiscalizador-fiscalizado, Fernádez-Díaz (1999) 
opina que ésta se puede entender en similares términos a como se
plantea la que se da entre el policy-maker y los agentes económicos.
Lo anterior significa que entre fiscalizador y fiscalizado se establece
una suerte de «juego dinámico» en el que la reputación y credibili-
dad de los participantes juegan un papel crucial28.
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28 Este enfoque es el desarrollado por KREPS y WILSON (1982).
En el marco de información incompleta y de incertidumbre en el
que discurre la relación fiscalizador-fiscalizado, ésta se podría for-
malizar dentro de la Teoría de Juegos. En concreto se trataría de
un29 «juego con un punto de equilibrio bayesiano, lo que supone una gene-
ralización de un punto de equilibrio de Nash en el que se da una información
completa».
Fernández-Díaz (1999, pág. 52) resume que «en realidad se trataría
de «juegos repetidos», en los que funciona el mecanismo de beliefs about be-
liefs30, superándose los problemas derivados del dilema del prisionero y sa-
cando el máximo partido de conceptos e instrumentos, como los de aprendiza-
je, disuasión, sanción y reputación, entre otros».
La relación fiscalizador-fiscalizado viene condicionada, como se
ha mencionado, por el marco de información incompleta y asimé-
trica en el que la relación transcurre. Ese marco de información se
ha vinculado tradicionalmente –y así ha quedado subrayado en estas
páginas– a las posibilidades del azar moral y al problema de las rela-
ciones entre agente y principal.
Aunque el azar moral ha informado fundamentalmente, la litera-
tura sobre el mercado de seguros «puede ampliarse a otras muchas par-
celas de la actividad económica, incluida la del control de la gestión pú-
blica31».
Por otra parte, la información incompleta y asimétrica permite
abordar la relación fiscalizador-fiscalizado en el contexto del mode-
lo principal-agente. En esos términos, el principal trataría de diseñar
un contrato «óptimo» que permita minimizar los efectos negativos
que sobre él provoca la asimetría de la información.
Cuando abordanos la relación entre el órgano de control o fisca-
lizador y el órgano fiscalizado (que en nuestro caso es el burócrata
individualmente considerado), realmente lo que se analiza es una re-
lación en la que intervienen tres participantes.
En primer lugar estaría el garante del interés colectivo, el cual, si-
guiendo a Carlsen (1994), venimos denominando budgeter para ha-
cer referencia a los políticos con responsabilidad en materia presu-
puestaria. El budgeter actúa como principal de la transacción con el
resto de participantes.
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30 Cursivas en el original.
31 FERNÁNDEZ-DÍAZ (1999, pág. 53).
En segundo lugar estarían los gestores del presupuesto. Son los
burócratas definidos en la tradición de Niskanen (1971) y de sus re-
visiones.
Finalmente estarían los órganos de control. Éstos, sin interés pro-
pio relevante, actúan al servicio del budgeter, ofreciéndole informa-
ción acerca de cómo el burócrata gestiona el presupuesto. Como se
ha establecido, la información que el órgano de control ofrece al bud-
geter debe contribuir a reducir los problemas derivados de la falta de
información de éste.
En su momento establecimos que la divergencia de intereses en-
tre el principal y el agente, junto al problema de la información in-
completa y asimétrica, obligaba al principal a sumar a sus tareas la
de supervisar el esfuerzo del agente a fin de limitar su comporta-
miento oportunista. A partir de lo anterior, el principal podía optar
entre especializarse en las tareas de supervisión o contratar un nue-
vo agente especializado en esa actividad; este nuevo agente es el ór-
gano de control. 
5.2.3. La articulación instrumentos-objetivos en el proceso de control
El control32 del Sector Público realizado por los órganos respon-
sables del mismo es, en la mayor parte de los países occidentales33,
un control de legalidad y un control de la eficacia, eficiencia y eco-
nomía con la que los gestores públicos administran el Presupuesto.
Podemos, siguiendo a Fernández Díaz34 (1999), precisar lo anterior
afirmando que los objetivos de los Órganos de Control del Sector
Público son los de velar por la legalidad y la eficiencia de la gestión
pública. En los términos que se han mantenido a lo largo de este
tema afirmaremos que los Órganos de Control, actuando por man-
dato del Poder Legislativo (que actúa como principal de la relación
y garante del interés colectivo), promueven la eficiencia de la gestión
pública a través no sólo de su labor de control, sino también –y esto
es muy importante– de su labor sancionadora.
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32 Con frecuencia el término «control» es utilizado de manera imprecisa en este
contexto, confundiéndolo con conceptos como el de «evaluación» o «fiscalización».
Para una aclaración sobre el uso correcto del término puede consultarse GARDE et al.
(1993, pág. 116).
33 Para un estudio más amplio de las funciones de los Órganos de Control en es-
tos países, véase ALABAU (1990).
34 Este autor sostiene que de la tríada de términos eficiencia, eficacia y economía,
el único relevante es el de eficiencia.
Para cumplir con ese objetivo de promover la eficiencia del Sec-
tor Público, los Órganos de Control disponen de una serie de ins-
trumentos de naturaleza técnica y legal. Entre los primeros están,
fundamentalmente, las auditorías operativas o de gestión35, pero
también las modernas técnicas de evaluación de la eficiencia basadas
en la aplicación del análisis de envolvente de datos36. Por su parte,
los instrumentos de naturaleza legal descansan fundamentalmente
en el régimen sancionador a aplicar a los gestores públicos que trans-
gredan el principio de eficiencia.
Naturalmente, la idoneidad de estos instrumentos condicionará
el objeto principal al que sirven los Órganos de Control.
6. CONCLUSIONES
A lo largo del presente artículo se ha analizado el conflicto de
intereses que surge en el seno del Sector Público y las consecuen-
cias que el mismo tiene en forma de una provisión pública inefi-
ciente.
Para resolver o reducir el coste del conflicto se han estudiado tres
soluciones desde una perspectiva teórica.
La primera de ellas supone diseñar un contrato que regule los
términos de la transacción que se lleva a cabo en el ámbito público.
En esa transacción participan un principal (al que llamamos budge-
ter) y un agente (representado por la burocracia), y entre ellos me-
dia una relación contractual que pretende resolver el conflicto de in-
tereses a través de un sistema de incentivos.
La segunda solución propuesta en aras de mejorar la gestión de
los recursos públicos supone la introducción de mecanismos de com-
petencia en el ámbito público. De manera más precisa, esta compe-
tencia se desarrolla en una suerte de torneo en el que participan va-
rios agentes que pretenden alcanzar los mejores puestos de la
clasificación final.
Finalmente, y en tercer lugar, el tema incluye la consideración del
papel que los Órganos de Control pueden jugar como promotores
de una gestión pública eficiente.  
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35 Véase GARCÍA y CALZADO (1996) e IGAE (1997).
36 Véase CANSINO (2001).
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